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I. INTRODUCCIÓN

Durante los últimos años, en nuestro país, se han llevado a cabo diversas
experiencias de evaluación institucional de la calidad de las Universidades. En el
curso 1993-1994, a iniciativa de la Secretaría del Consejo de Universidades, se
desarrolló el Programa Experimental de Evaluación Institucional en el que parti-
ciparon 17 Universidades y cuyos resultados fueron presentados en un seminario
celebrado en la Universidad Menéndez Pelayo (Santander, septiembre 1994). En
el pasado curso 1994-1995, cuatro Universidades españolas fueron seleccionadas
dentro de un Programa Piloto Europeo de Evaluación Institucional que se imple-
mentó en instituciones de enseñanza superior de quince países y que, igualmen-
te, ha sido coordinado en España por la Secretaría del Consejo.

Aunque globalmente se puede decir que la aceptación de estas experiencias
por la comunidad universitaria ha sido positiva, sin embargo, constatamos que
no han tenido el impacto que cabía esperar. Una primera aproximación a este
hecho permite detectar como tendencia dominante una actitud de escepticismo
y recelo sobre la utilidad que pueden tener estas estrategias evaluativas para la
mejora de las Universidades. Los argumentos explicativos que se utilizan al res-
pecto suelen coincidir en señalar la escasa «cultura evaluativa» que existe dentro
de nuestras instituciones. Sin embargo, desde la perspectiva de un evaluador, el
factor más importante es el desconocimiento de la dimensión formativa implíci-
ta en todo proceso de evaluación. En otros términos, la mayoría de los miem-
bros de nuestras Universidades no tienen claro que la evaluación constituye un
requisito necesario para promover «mejoras» dentro de la institución...

Procede recordar que evaluar constituye un proceso orientado a efectuar juicios de
valor que iluminen los procesos de toma de decisiones. Cabe, por tanto, señalar que
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todo proceso de evaluación encierra dos tipos de finalidades. De una parte, la
evaluación constituye un proceso para emitir un juicio de valor (finalidad inme-
diata). De otra, los juicios de valor se establecen c.on el fin de aportar informa-
ción al proceso de toma de decisiones (finalidad última). De ahí que, algunos
autores (Sttuffiebeam y al., 1971; Alkin, 1972), definan la evaluación como *un
proceso orientado a delimitar, recoger, analizar y valorar informaciones en función de las
necesidades de quienes toman decisiones».

Partiendo de este enfoque se podría decir que no existe auténtica evaluación
mientras no se lleve a efecto la oportuna toma de decisiones. La evaluación
constituye una «herramienta de mejora» en tanto que facilita información acerca
del funcionamiento de un sistema, pero su utilidad está condicionada a los pro-
cesos de toma de decisiones. Cuando los juicios de valor obtenidos a través de
un proceso evaluativo no generan e iluminan estos procesos, la estrategia resulta
irrelevante. Lamentablemente, esto es lo que sucede con muchos de los trabajos
de evaluación que se realizan dentro de las organizaciones públicas. Basta recor-
dar, para ello, lo que está sucediendo con los procedimientos arbitrados en las
distintas Universidades para evaluar la actividad docente del profesorado.

Por ello, algunos de los que nos sentimos implicados en procesos de evalua-
ción institucional, queremos insistir no sólo sobre las «consecuencias» que debe
tener toda estrategia evaluativa sino también sobre los «factores» que impiden
una toma de decisiones. Entendemos que quienes ostentan los cargos de res-
ponsabilidad en las instituciones están obligados a usar la información genera-
da a partir de un proceso de evaluación institucional para promover cambios,
a fin de que la comunidad universitaria pueda percibir con claridad una rela-
ción entre evaluación y mejora (Ewell, 1989). No podemcis correr el riesgo de
introducir dentro de nuestas Universidades una nueva estrategia evaluativa que
no tenga «efectos» tangibles. De lo contrario, no haríamos más que aumentar
el escepticismo.

Entre los factores que pueden influir en este hecho vamos a abordar aqué-
llos que consideramos más importantes: la ausencia de sistemas de autorregulación
Interna y la inercia que subyace dentro de las organizaciones a la hora de tomar decisiones.
Cuando no existen políticas para asegurar la calidad dentro de las instituciones,
es muy difícil que la información que aportan las evaluaciones pueda ser utiliza-
da para tomar decisiones. De igual modo, mientras que la comunidad universita-
ria no tome conciencia de la importancia que tienen los procesos de toma de
decisiones sobre el funcionamiento y desarrollo de una institución, es poco pro-
bable que se cuestione la forma de llevar a cabo estos procesos y se establezcan
procedimientos de control. Ambos problemas se implican mutuamente y nos ad-
vierten que es necesario abordar con cierta urgencia la evaluación de los procesos de
toma de decisiones dentro de las instituciones universitarias. Ésta es la razón por la que
nos ocupamos de este tema en el presente trabajo.
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2. LA TOMA DE DECISIONES EN LAS ORGANIZACIONES EDUCATIVAS

La mayoría de los trabajos relacionados con los conceptos de «eficacia y
rendimiento institucional» se centran sobre los procesos de «toma de decisio-
nes», dado que los expertos consideran que es el «factor clave». para analizar y
evaluar el desarrollo de toda organización. Las razones que justifican esta pola-
rización son evidentes, ya que cualquier aproximación que se efectúe al tema
del desarrollo organizacional exige abordar conceptos relativos al funciona-
miento de una institución, como son sus metas o propósitos, la estructura orga-
nizativa, el ejercicio del poder y la autoridad, el liderazgo y prestigio de gesto-
res y administradores, los procesos de burocratización interna, la cultura de la
organización, sistema de evaluación, etc., que, a su vez, son aspectos muy rela-
cionados con la forma de llevar a cabo los procesos de toma de decisiones. De
ahí que se pueda establecer cierto paralelismo entre los distintos enfoques teó-
ricos de los que se parte a la hora de planificar y gestionar las organizaciones,
las formas de tratar cada uno de estos conceptos, y los modelos que se utilizan
para tomar decisiones.

Tomando como referencia la literatura especializada (Baldridge el al., 1977;
Clark, 1984; Bess, 1988) cabe señalar la existencia de cuatro modelos diferentes
para tomar decisiones dentro de las organizaciones educativas, que suelen ser
identificados con las denominaciones de racional, anárquico, colegial y político.
Cada uno 'de estos modelos se configura mediante una serie de características o
rasgos, entre los cuales queremos destacar los siguientes:

1) El modelo racional o analítico. Este modelo parte del supuesto de que las or-
ganizaciones educativas deben ser gobernadas utilizando los principios de
la racionalidad, por lo que antes de tomar una decisión deben analizarse
todas las alternativas posibles y estudiar las consecuencias que se derivan
de cada una de ellas, en relación a los objetivos que persigue la institu-
ción. Lo importante, antes de decidir, es clarificar las alternativas en fun-
ción de las metas de la organización. Lógicamente, éste es el modelo que
normalmente utilizan para tomar decisiones, las instituciones que se es-
tructuran y rigen por principios jerárquicos y, supuestamente, en aquellas
otras que conocemos como burocracias.

2) Modelo anárquico. Frente a las teorías de la racionalidad, algunos autores
consideran que las instituciones educativas funcionan como organizacio-
nes, vagamente estructuradas, que no se caracterizan, precisamente, por la
utilización de principios de orden y eficacia en la toma de decisiones. Al
contrario, lo habitual es que las decisiones se tomen de forma coyuntural
y sin análisis previos sobre las alternativas, tratando de resolver problemas
inmediatos. Más que de procesos de decisión cabe hablar de un conjunto
de elecciones situacionales poco coordinadas, realizadas por los miembros
de la institución de acuerdo con sus intereses, problemas y circunstancias.
La falta de unas metas claramente establecidas y aceptadas por todos los
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miembros de la organización determina que los procesos de toma de deci-
siones se efectúen de forma un tanto anárquica.

3) Modelo colegial. Este enfoque plantea que las decisiones dentro de una orga-
nización deben ser tomadas por el conjunto de individuos y grupos que la
integran, según sus diferentes roles y funciones, aunque teniendo siempre
en cuenta las metás y objetivos de la institución. Para que este tipo de pro-
cesos de toma de decisiones se puedan dar es necesario que, además de la
clarificación de las alternativas y sus consecuencias, exista una fragmenta-
ción de la estructura organizativa que permita que cada nivel o servicio
pueda tomar sus propias decisiones mediante el consenso de todos los im-
plicados. No obstante, en muchas organizaciones educativas que cuentan
con una estructura fragmentada, las diferencias de intereses entre los indi-
viduos que participan en cada una de sus unidades o servicios determinan,
que la política del consenso sea poco realista y cuestionan la utilidad de
este modelo para tomar decisiones.

4) Modelo político. La constatación de que existen claras diferencias de intere-
ses entre los individuos, grupos y unidades que integran una organización,
determina que las decisiones tengan que establecerse a partir de procesos
de presión y negociación en los que cada parte asume la defensa de aque-
lla alternativa que más le beneficia. La toma de decisiones aparece como
el resultado de un proceso en el que las fuerzas internas de la organiza-
ción luchan por la conquista del poder, como recurso para orientar las de-
cisiones hacia sus propias metas e intereses. El riesgo que conlleva la apli-
cación de este modelo de toma de decisiones es que, en los procesos de
negociación, los intereses de las mayorías prevalezcan no sólo sobre los de
las minorías sino también sobre los de la propia organización.

Estos modelos o enfoques, aunque resultan muy útiles a la hora de identifi-
car los sistemas establecidos para la toma de decisiones en las organizaciones
educativas, su aplicación a las instituciones de enseñanza superior debe ser ma-
tizada. Los expertos (Estler, 1988; Van Vught, 1991) nos advierten que las Uni-
versidades presentan algunos rasgos diferenciales respecto a otras organizacio-
nes educativas —estructura muy fragmentada, diversificación de las esferas de
poder y decisión, autonomía profesional del staff, prestigio social de las autori-
dades, etc.— que pueden impedir, en ocasiones, señalar con claridad el tipo de
modelo o enfoque que se utiliza en cada caso, por lo que cobra más interés la
descripción e interpretación de los procesos a través de los cuales se toman las
decisiones.

3. LOS PROCESOS DE TOMA DE DECISIONES EN LAS UNIVERSIDADES

El estatuto de autonomía otorga a las Universidades un amplio margen de
autorregulación lo que implica, igualmente, que el Estado confía a estas institu-
ciones los procesos de toma de decisiones. En nuestro país, la LRU en su artícu-
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lo 4.°, establece que «las Universidades se organizarán de forma que en su gobierno que-
de asegurada la representación de la comunidad universitaria de acuerdo a las funciones
que a cada uno de ellos correspondan», estableciendo una diferenciación entre órga-
nos unipersonales y órganos colegiados. A su vez, establece una dependencia de
aquéllos respecto a estos últimos, al ser elegidos por éstos.

Así pues, de acuerdo con nuestra normativa, se podría decir que los procesos
de tomá de decisiones en las Universidades se llevan a cabo siguiendo un enfo-
que mixto: primero colegial y después jerárquico. En primer lugar, son los órga-
nos colegiados quienes toman las decisiones sobre los principales asuntos que
afectan al gobierno de la institución y, posteriormente, serán los órganos uniper-
sonales los encargados de decidir y aplicar las medidas necesarias que procedan
en cada caso. El supuesto teórico del que parte el legislador es que las metas y
fines de la institución —tanto en un caso como en el otro— son prioritarios a la
hora de tomar decisiones y prevalecen frente a los intereses y demandas de las
personas y/o grupos que la integran. Frente a modelos de corte burocrático,
nuestra legislación se decanta más por el enfoque colegial en el que todos los
miembros de la institución pueden participar en la toma de decisiones que com•
peten al gobierno y funcionamiento de la institución.

Un breve análisis de estos procesos ofrece una realidad muy distinta. Respec-
to a los órganos colegiados, la diversidad de intereses entre los distintos grupos y
grupúsculos, integrados en las diferentes estructuras universitarias, cuestiona la
composición y representatividad de los miembros que integran estos órganos, en
relación con los asuntos sobre los que deben tomar decisiones. Mas aún, la falta
de adecuados mecanismos de coordinación y control interno arroja sospechas so-
bre los procedimientos y los acuerdos que son objeto de sus deliberaciones. Lo
habitual es que, cuando las cuestiones a decidir son relevantes, prevalezcan los
intereses de la parte que ostenta el poder dentro de la institución. Por el contra-
rio, cuando los temas no tienen transcendencia, las personas y/o grupos presen-
tes en los diversos órganos colegiados no se implican en los procesos, siendo
normal tomar los acuerdos por asentimiento. La falta de confrontación que ac-
tualmente se da en la mayoría de los órganos decisorios universitarios revela
que o la negociación ya se ha hecho previamente, o que alguna de las partes,
ante la presencia de los «rodillos», renuncia a defender sus alternativas.

La confusión y desconcierto, en relación con los procesos de toma de decisio-
nes, resulta evidente. Por un lado, la subordinación que se establece en los esta-
tutos universitarios de los órganos colegiados de los diferentes centros, departa-
mentos e institutos a la Junta de Gobierno de la Universidad, cuestiona la auto-
nomía operativa de estas unidades, ya que cualquier decisión que adopten puede
ser revocada por dicha Junta. De otro, la relegación que experimentan los «fines
de la institución» frente a los «intereses del grupo que ostenta el poder», a la
hora de tomar decisiones, determina que los procesos, dentro de los diferentes
órganos colegiados, se lleven a cabo de forma contingente, primando siempre
los «intereses» de quienes sostienen al poder. Todo lo cual implica una posterga-
ción de las decisiones intermedias a favor de las finales y, consecuentemente,
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que la mayoría de los órganos colegiados de la institución universitaria hayan
perdido su significado como órganos deliberatorios y decisorios, desempeñando
exclusivamente funciones de trámite. Entre la colegialidad y la burocracia, lo ha-
bitual es que el modelo de toma de decisiones en las Universidades sea el carac-
terístico de las organizaciones anárquicas (Bess, 1988).

Estas «contradicciones» se ponen igualmente de manifiesto en todos los
autoinformes que realizan las Universidades que llevan a cabo procesos de eva-
luación institucional. Generalmente, suelen describir las estructuras de toma de
decisiones como un sistema jerárquico racional —Claustro, Junta de Gobierno y
Juntas de Facultad y Departamento— que posibilite una gestión eficiente de la
organización. El modelo colegial se ve ligado a la falta de una planificación estra-
tégica y, en consecuencia, no se suele considerar idóneo para el buen funciona-
miento de estas instituciones. En algunos casos, los autoinformes llegan a mani-
festar que lo deseable sería que estos procesos se llevaran a cabo siguiendo un
modelo racional, pero que, lamentablemente la legislación impone el sistema
colegial. No obstante, la mayoría de estos autoinformes tan sólo comentan los
sistemas establecidos, pero no suelen describir los procesos a través de los cuales
se lleva a cabo la toma de decisiones (Válimaa, 1994).

Los órganos unipersonales tienen, igualmente, otros problemas a la hora de
tomar decisiones. El sistema de elección de estos órganos condiciona su gestión
en la medida que —una vez elegidos— no pueden tomar las decisiones que cues-
tionen los intereses del grupo que ha promovido su nombramiento. El dilema
habitual que se les plantea a quienes ostentan estos cargos es optar entre deci-
sión y aceptación. Cuando las decisiones deben ser aceptadas sistemáticamente
por el «grupo», la autoridad está hipotecada y pierde su papel de arbitraje
dentro de la institución. En estos casos se dice que el poder está cautivo y, nor-
malmente, acaba adaptándose a la situación en vez de irse (Foster, 1986; Smith y
Peterson, 1990).

La situación de crisis que atraviesan en la actualidad las Universidades, en
relación a los procesos de toma de decisiones, se puede describir en estos térmi-
nos: «teóricamente pensamos que el modelo colegial es el propio de las Universidades;

frecuentemente se opina que el modelo jerárquico es el más adecuado para lograr la eficacia
de una institución y, en la práctica, actuamos siguiendo patrones característicos de las orga-
nizaciones anárquicas,. Ante este desconcierto, cada día, mayor número de acádé-
micos reclaman que es necesario cambiar el sistema de gobierno de las Universi-
dades. Esta exigencia es aún más urgente en el caso de los órganos colegiados
ya que, dada la composición actual de los mismos, podemos encontrarnos, por
ejemplo, con que decisiones «técnicas» relativas a los programas de investigación
o la resolución de conflictos entre áreas de conocimiento, sean resueltos con el
voto de los alumnos y/o el personal de administración y servicios, asuntos que
—siguiendo el texto legal— no son de su competencia.

La respuesta de la comunidad universitaria a los problemas que conlleva el
modelo actual de toma de decisiones no es unánime. Mientras que un sector en-
tiende que es necesario reconducir los procesos de decisión utilizando principios
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de racionalidad y jerarquía, otros consideran que las Universidades deben cami-
nar hacia el modelo «político» que, como ya hemos dicho, utiliza la «negocia-
ción» como herramienta para la decisión, bajo el supuesto de que a través de
esta estrategia se pueden alcanzar acuerdos entre los diversos colectivos y esta-
mentos implicados en el gobierno de nuestras Universidades. El debate, al res-
pecto, está abierto y, aunque es complejo, nadie pone en duda que es necesario
dado que de él depende el futuro de nuestra institución.

Ahora bien, asumir el «modelo político» de toma de decisiones conlleva un
serio replanteamiento del sistema de gestión de nuestras instituciones. De una
parte, exigiría adoptar una perspectiva empresarial en relación con el funciona-
miento de nuestras instituciones, lo que a su vez conlleva unas estructuras orga-
nizativas apropiadas y la presencia de directivos con una formación gerencial
adecuada (Moses, 1993). De otra, igualmente sería necesario contar con líderes
dentro de la institución que fueran capaces de aglutinar a los diversos colectivos
y polarizar sus esfuerzos en relación a unas metas institucionales claras y acepta-
das por todos. La falta de formación específica del staff, en nuestras Universida-
des, y la ausencia de líderes respetados y verdaderamente autónomos, consti-
tuyen dos serias dificultades, a la hora de considerar este modelo como la alter-
nativa que puede solucionar los problemas relativos a la toma de decisiones, que
tienen actualmente nuestras Universidades.

4. HACIA UNA GESTIÓN BASADA EN RESULTADOS

El análisis que hemos efectuado podría inducirnos a pensar que la autono-
mía universitaria es la causa de todos los problemas que tienen las Universida-
des en relación a los procesos de ' toma de decisiones. Esta conclusión no es co-
rrecta y conviene sea matizada. Debemos evitar reduccionismos simplistas ya
que —como señala Kells (1992)— «existen una serie de factores dentro de las Universida-
des que no sólo dificultan la evaluación de los procesos de toma de decisiones sino también
el cambio de estas organizaciones. Entre estos factores señala la consideración de la institu-
ción como una estructura delegada de producción y toma de decisiones, el alto porcentaje
de profesionales anárquicos, la falta de experiencia en la gestión de los directivos, la poca
claridad y falta de consenso en las metas, los deficientes sistemas de información y la poca
experiencia en procesos de evaluación, así como las dificultades para medir los resultados«.
Lo que ha sucedido es que a partir del estatuto de autonomía han aflorado con
mayor nitidez los conflictos internos de nuestra institución.

Entre estos conflictos el más importante que tienen que resolver las Universi-
dades y el que más influye en los procesos de toma de decisiones es el relativo a
las relaciones entre estas instituciones y el Estado (Konrad, 1995). Los distintos
enfoques y cambios con que se han planteado estas relaciones, durante los últi-
mos años, han condicionado el funcionamiento de estas instituciones cuestionan-
do, además, su propia identidad y formas de gobierno y gestión interna. Se pue-
de decir que las Universidades se encuentran ante una situación de encrucijada,
tal como se pone de manifiesto en el siguiente diagrama propuesto por Scheele,
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Modelo humboldtiano
Control institucional

Modelo anglosajón
Control del mercado

(1994) en el que se relacionan los tres grandes modelos de control y gestión
vigentes durante los últimos años:

Modelo napoleónico
Control estatal

La característica fundamental que define a cada uno de estos modelos es el
sistema de relaciones que se establece entre el Estado y las Universidades y, en
consecuencia, la forma de llevar a cabo los procesos de toma de decisiones.
Mientras que el modelo napoleónico mantiene que las instituciones universita-
rias, en la medida que son financiadas por el Estado, deben responder a sus inte-
reses y, por tanto, permanecer bajo su control, el modelo humboldtiano de Uni-
versidad entiende que la autonomía constituye un requisito fundamental de toda
institución universitaria, al que no puede renunciar si pretende alcanzar los obje-
tivos que definen a estas instituciones. La autonomía de las Universidades, a la
hora de tomar decisiones, estuvo siempre considerada como la mejor manera de
alentar la creatividad académica y fomentar la actitud crítica entre los universita-
rios (Teichler, 1994).

Ahora bien, la adquisición de un estatuto de autonomía para las Universida-
des no ha resuelto los problemas internos de estas instituciones. Los procesos de
negociación entre los Estados y las Universidades se han ido complicando cada
vez más, especialmente, por los elevados costos que supone financiar estas insti-
tuciones. Los gobiernos insisten en que las Universidades deben liberarse del
Estado y ponerse a disposición de la industria, lo que significa que su gestión y
toma de decisiones se lleve a cabo siguiendo los principios del mercado: calidad
y competitividad. Así surge el modelo de gestión basado en resultados, hacia el
cual se orientan, actualmente, las relaciones entre el Estado y la mayoría de las
Universidades anglosajonas (Rekilá, 1994).
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Lógicamente, las reacciones ante este modelo no se han dejado esperar.
Muchos académicos insisten en. señalar que tratar a las Universidades como si
fuesen organizaciones industriales o comerciales entraña serios peligros. De una
parte, una visión centrada en resultados a corto plazo puede dejar a un lado una
serie de investigaciones teóricas que son esenciales en toda institución universita-
ria. De otra, la orientación de las enseñanzas al servicio del cliente puede incidir
en el desarrollo de la capacidad crítica de los estudiantes y en el compromiso de
los ciudadanos en la transformación de la sociedad. Ambos riesgos constituyen
las dos críticas fundamentales que utilizan quienes no son partidarios de que las
relaciones entre los gobiernos y las Universidades se establezcan de acuerdo con
principios de «calidad, eficiencia y productividad» (Walford, 1994). Por el contra-
rio, quienes defienden el otro punto de vista argumentan que tes evidente que la
calidad constituye el motor de la sociedad actual, y que ha sido la industria —antes que las
Universidades— la principal fuerza que ha hecho avanzar y evaluar las instituciones desde
esta perspectiva» (Kogan, 1995).

Así pues, en un corto espacio de tiempo hemos pasado de un modelo de
Universidad centralizada a un modelo más autónomo y, cuando aún no hemos
asimilado las exigencias y consecuencias que conlleva esta autonomía, se nos
presenta el concepto de «calidad total» como la alternativa irrenunciable por la
que deben apostar estas instituciones en el futuro (Sherr y Teeter, 1992). La me-
táfora de Prometeo que utilizan Neave y Van Vught (1991) es muy apropiada
para representar este tránsito. Inicialmente, las Universidades reclamaron su de-
recho a la autonomía porque era necesario liberar a la enseñanza superior de
las cadenas del Estado y dejar la responsabilidad de forjar el destino de las insti-
tuciones en las manos de sus líderes.. Ahora son los gobiernos los que insisten en
que las Universidades deben liberarse de las manos del Estado y ponerse a dis-
posición de la industria.

Este cambio de modelo en las relaciones Estado-Universidades está produ-
ciendo un fuerte impacto dentro de estas instituciones y tiene repercusiones so-
bre la legislación, administración, gestión y financiación por la que se regulan, al
tiempo que promueve la discusión interna sobre su identidad (Shattock, 1995).
La mayoría de los problemas radican en que buena parte de los miembros de
las Universidades no acaban de integrar este «nuevo orden» en las relaciones en-
tre el Estado y las Universidades. Algunos reclaman mayor autonomía en la ges-
tión, pero siguen considerando al Estado, como el patrono. Otros consideran
que las Universidades deben ser financiadas por el Estado, pero juzgan improce-
dente que éste ejerza su control siguiendo las leyes del mercado. En definitiva, lo
que se pone de manifiesto es la existencia de un conflicto interno en la comuni-
dad universitaria sobre cómo deben regularse estas relaciones.

Las diferencias de opiniones en relación a los procesos de toma de decisio-
nes, a los que hemos aludido, deben interpretarse dentro del marco de este con-
flicto. Mientras algunos consideran que «mayo del sesenta y ocho» ha supuesto
un hito en el desarrollo de nuestras instituciones, otros piensan que a partir de
esta fecha comenzaron los problemas. Frente a quienes reivindican la participa-
ción en la toma de decisiones como un derecho insoslayable de cada miembro
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de la institución universitaria, cada vez se oyen más voces a favor de introdudi
principios de racionalidad con el fin de reducir el desorden y la anarquía. Frente
a unos y otros, se empieza a oír, cada día con mayor fuerza, que la calidad cons-
tituye la garantía que toda institución debe ofrecer cuando demanda mayor au-
tonomía del Estado (Vlasceanu, 1993; Meade, 1995; Watson, 1995). Ello implica
que estas instituciones deben incorporar sistemas de autorregulación y llevar a
cabo una gestión ihterna orientada hacia resultados.

5. LA PLANIFICACIÓN Y LA EVALUACIÓN INSTITUCIONAL
COMO PROCEDIMIENTOS DE AUTORREGULACIÓN

La clave que define el sistema de relaciones entre la Administración central
y las Universidades se puede resumir en estos términos: la autonomía de las
instituciones debe tener su contrapartida en el desarrollo interno de sistemas de
autorregulación que permitan dar cuenta a la sociedad de los medios empleados
y de los resultados alcanzados. La rendición de cuentas (accountability) nunca
debe entenderse como una herramienta de control administrativo sino como un
principio ético que asumen todas las instituciones que utilizan recursos públicos
(Mackie, Martin y Thomson, 1995). La calidad constituye, a su vez, el objetivo
prioritario que debe guiar las actividades de una institución que, por su naturale-
za, está llamada a la «excelencia» (Kogan, 1995).

Generalmente, desde las Universidades se piensa que la calidad es una
responsabilidad propia y que, por tanto, su evaluación debe quedar en manos de
la institución (Vroeijenstijn, 1995). Sin embargo, hasta la fecha, los sistemas de
autorregulación implantados en nuestras Universidades son muy débiles o prácti-
camente inexistentes. El modelo de gestión de estas instituciones es muy poco
flexible y muy lento a la hora de incorporar estrategias propias de las organiza-
ciones empresariales. A pesar de que durante los últimos años han experimenta-
do un fuerte crecimiento que las ha convertido en organizaciones bastante com-
plejas, en cambio, continúan siendo gestionadas con modelos deficitarios
—ausencia de criterios gerenciales, falta de formación en la gestión de los líderes,
carencia de sistemas de información interna, etc.— que no facilitan la incorpora-
ción de sistemas de autorregulación.

La planificación y la evaluación institucional constituyen los procedimientos
de autorregulación más idóneos ya que permiten definir las metas, controlar la
gestión, evaluar los resultados y asegurar la calidad dentro de una institución
(Ball, 1990; Doyle, 1995). Cuando las Universidades no tienen establecido ningún
tipo de procedimiento que permita planificar, evaluar y asegurar la calidad, se
puede considerar que no han superado la etapa de indefinición en sus relaciones
con el Estado, a la que hemos aludido anteriormente, lo que obliga a los gobier-
nos a arbitrar medidas que les permitan recabar información para tomar deci-
siones, especialmente las relativas a la financiación. La utilización de indicadores
de rendimiento constituye el procedimiento o recurso que habitualmente se utili-
za con este fin (Kells, 1990; Sizer, 1992).
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Así, pues, cuando una Universidad quiere establecer procedimientos de
autorregulación para asegurar la calidad, necesariamente debe introducir siste-
mas de planificación y evaluación paralelos. La planificación posibilita fijar las
metas y objetivos a distintos niveles dentro de una organización. La evaluación
constituye la herramienta que permite estimar los resultados alcanzados en
función de los objetivos previstos y, en consecuencia, tomar las decisiones
oportunas en relación a las propuestas de mejora. Si no existe un plan es más di-
fícil que la evaluación pueda tener consecuencias. De ahí que la toma de decisiones im-
plica tanto a los sistemas de planificación de una institución como a los procedimientos
de evaluación (Borden y Banta, 1994).

La toma de decisiofies en relación con estos procedimientos de autorregula-
ción, dentro de las instituciones universitarias, se pueden plantear en distihtos
escenarios y/o niveles —estratégico, táctico y operativo— que, lógicamente, se im-
plican mutuamente (Noorda y Dallinga-Hunter, 1992). Entre éstos cabe señalar:

5.1. La planificación estratégica y los sistemas
para asegurar la calidad

Resulta obvio que toda organización debe contar con un plan a largo plazo
que justifique su existencia y oriente la gestión interna. De igual modo, las Uni-
versidades deberán contar con un plan en el que se defina la filosofía que las
justifica como organizaciones, las finalidades específicas que deben orientar sus
actividades, así como los objetivos concretos a alcanzar y los medios y estrategias
a utilizar para ello. Se trata de elaborar un marco en el que se defina la «mi-
sión» que asume esta institución dentro del contexto social, así como los «retos»
con los que se halla comprometida y que deben orientar la gestión interna.
Cada Universidad tiene que definir qué quiere ser y en qué aspecto pretende ser
excelente y/o competitiva (De Miguel, 1995).

La elaborad-6n de un plan estratégico constituye uno de los aspectos nuclea-
res de los procesos de toma de decisiones en las Universidades, ya que en su eje-
cución debemos integrar las metas y objetivos específicos de la institución, las
necesidades y oportunidades que gravitan sobre la institución desde el entorno
social, y las posibilidades y recursos con que se cuenta en cada caso. La planifica-
ción estratégica constituye una herramienta que, partiendo del análisis de estos
tres factores, permite que las Universidades puedan establecer prioridades y to-
mar decisiones coherentes con los objetivos propuestos. La elaboración de este
plan no constituye una tarea exclusiva de las Universidades, reclamando necesa-
riamente el concurso de todas las fuerzas sociales que constituyen la audiencia
directa de estas instituciones.

Dentro de esta planificación estratégica uno de los puntos o aspectos que
necesariamente debe constar son los sistemas que se establecen para «asegurar
la calidad» dentro de la institución (Doyle, 1995). Conviene recordar que «la
autorregulación incorpora la lógica y los supuestos de la perspectiva cibernética
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a los procesos de toma de decisiones» (Van Vught, 1989). Ello supone que en
esta planificación se deben «concretar los mecanismos internos y externos» (buf-
fer organization) a través de los cuales se va a obtener la información pertinente
que permita evaluar el funcionamiento de la institución, en relación a las metas
y acciones estratégicas propuestas, así como la forma de reconducir los procesos,
a la vista de las desviaciones, en relación con la planificación prevista.

5.2. La programación plurianual y los procedimientos para la evaluación institucional

Una vez que las Universidades han establecido su plan estratégico en que se
señalan los fines de la institución y las metas a largo plazo, procede la elabora-
ción de programas que, de acuerdo con las directrices generales del plan, orien-
ten la «gestión» interna durante un marco temporal concreto. En la medida que
desde el Estado se ha propiciado una política de autonomía para las Universida-
des, paralelamente, se considera imprescindible que cada institución elabore pro-
gramaciones específicas para un determinado período temporal que permitan
encauzar su funcionamiento interno, orientar el tipo de actividades que procede
llevar a cabo y efectuar un control sobre la gestión realizada.

Utilizando el término programación, en sentido estricto, se podría decir que,
generalmente, la mayoría de las Universidades confunden programación con la
declaración de «intenciones» que los candidatos al gobierno de estas institucio-
nes suelen formular durante el período electoral, y que no siempre se suelen
traducir en objetivos prioritarios a la hora de tomar decisiones durante el man-
dato. Ello hace que en la mayoría de las Universidades no exista programación
plurianual o, si existe, sea poco eficaz como sistema de control de la gestión uni-
versitaria. No obstante, cabe señalar que la dependencia de las Administraciones
autonómicas comienza a tener efectos significativos al respecto.

En la planificación plurianual se deben especificar los procedimientos de eva-
luación interna y externa que permitan obtener informaciones sobre el nivel en
el que se han alcanzado los objetivos previstos (eficacia), la manera en la que se
han utilizado los recursos disponibles (eficiencia) y la adecuación de los resulta-
dos obtenidos a las metas consensuadas en la planificación estratégica (efectivi-
dad). La evaluación institucional posibilita llevar a cabo las tres funciones esen-
ciales en todo proceso de autorregulación: a) la función informativa, en tanto
que nos aporta numerosos datos sobre las entradas, los procesos y las salidas en
el sistema y/o en cada una de sus unidades internas; b) la función de accountabi-
lity (rendición de cuentas), dado que el simple hecho de la existencia de un con-
trol activa algunos factores que influyen de manera decisiva sobre los procesos
de gestión, y c) la función de decisión, ya que, al analizar las desviaciones entre
lo previsto y lo alcanzado, posibilita tomar decisiones para reconducir los proce-
sos hacia los objetivos deseados. La utilización de procedimientos externos de
evaluación incide de manera significativa sobre la calidad del sistema de autorre-
gulación establecido (De Miguel, Mora y Rodríguez, 1991).

74



5.3. Objetivos operativos y revisión de programas

Desde un punto de vista práctico, el funcionamiento de una institución no se
limita a la elaboración de un plan y una programación plurianual sino que exi-
ge, además, concretar los «objetivos operativos» de los diversos programas y ser-
vicios relacionados con la docencia, la investigación, y la gestión administrativa.
La planificación plurianual cobra sentido en la medida que constituye un punto
de referencia para las programaciones específicas que se llevan a cabo en los di-
ferentes centros, programas y servicios universitarios y que enmarcan las activi-
dades que se desarrollan diariamente dentro de la institución. Cuando no existe
planificación de objetivos operativos, las decisiones intermedias pueden introdu-
cir disfuncionalidades en las diferentes estructuras universitarias que repercuten
seriamente sobre los procesos y los resultados de la institución.

Un breve análisis exploratorio sobre los sistemas de planificación y evalua-
ción que se desarrollan a este nivel permite constatar acusadas diferencias, no
sólo entre distintas Universidades sino también entre los diversos centros y servi-
cios de una misma institución, lo cual revela la carencia de autorregulación, tan-
to de gestión como de los procesos de la toma de decisiones. La ausencia de
procesos de planificación y evaluación de las distintas unidades operativas de
una institución, no sólo determina que la organización pueda ser considerada
como vagamente estructurada (loosely coupled) sino que incide claramente sobre
su eficacia y desarrollo.

Por ello, consideramos necesario que las Universidades estimulen políticas
centradas en objetivos y asuman la «revisión de programas», como la estrategia
de evaluación más importante para promover el proceso de autorregulación
interna. La revisión de programas se define como un proceso de autoevaluación
o autoestudio, centrado sobre unidades concretas de una institución, con el fin
de mejorar su funcionamiento (Conrad y Wilson, 1985; De Miguel, 1995). Esen-
cialmente, constituye un proceso de revisión interna que no aborda la institu-
ción, globalmente, sino algún aspecto concreto de la misma, relativo a la docen-
cia (titulación, cu(sos de postgrado, etc.), la investigación (programas, doctorado,
etc.), las unidades de gestión (centros, departamentos, etc.) o los servicios (biblio-
teca, centro de cálculo o unidades de gestión administrativa, etc.) con una finali-
dad específica: evaluar el funcionamiento de la unidad para incidir en su mejora. De
ahí que, aunque estas revisiones deben planificarse dentro del marco global de
la autorregulación de toda la organización (evaluación institucional), su aplicación
y utilidad se centran sobre cada una de las unidades organizativas.

6. TOMA DE DECISIONES Y RESPONSABILIDAD PÚBLICA

Los problemas relativos a la toma de decisiones sobre los sistemas de
autorregulación no se resuelven señalando lo que se debe hacer sino también
precisando las personas que son responsables de su ejecución. Para ello, resulta
imprescindible identificar, dentro de las Universidades, los responsables de los
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diferentes centros, programas y servicios, ya que como dice Patton (197.
p. 284), «quienes tienen que tomar decisiones no pueden ser considerados como audien-
cias abstractas,. A su vez, los gestores de las instituciones —especialmente aque-
llas de carácter público— tienen que aceptar su responsabilidad en relación con
la toma de decisiones, comprometerse a elaborar planes de desarrollo para la
institución y utilizar los resultados que se derivan de las evaluaciones en la
mejora de los programas .y servicios a su cargo.

En este sentido, a pesar de que todas las razones y argumentos que hemos
expuesto tienen un peso evidente en la toma de decisiones, a nivel institucional,
coincidimos con Patton (1981) al señalar que, casi siempre, el factor personal es más
importante que todas las demás variables de carácter estructural, organizacional o meto-
dológico. La toma de decisiones en el sector público supone, ante todo, un ejerci-
cio de la «responsabilidad» que conlleva asumir un cargo. Aunque ciertamente
resulta difícil definir el término responsabilidad, dada la variedad de elementos
que intervienen en su configuración, según Jones (1984, p. 15), «en medios guberna-
mentales una persona responsable es aquella en la que se deposita una tarea junto con la
capacidad para poder llevarla a cabo... Tiene obligación de rendir cuenta de la tarea reali-
zada, comprobándose que responde a los deseos del órgano que confiere la autorización... En
caso de que no responda cabe la posibilidad de cese de la relación entre el que autoriza y el
que ejecu tai.

En el sector público, la heterogeneidad de las organizaciones, la fragmenta-
ción de las estructuras de poder y el incremento de los conflictos entre los inte-
reses de los diversos sectores implicados, determina que cada vez sea más difícil
definir con claridad quién debe asumir la responsabilidad y ante quién hay que
sentirse responsable. De igual modo, en las instituciones educativas existe la
tendencia a que este compromiso se diluya entre los miembros de los diversos
órganos y estamentos, de forma que nadie se considera finalmente responsable
de la toma de decisiones.

Entendemos que se debe contrarrestar esta tendencia y exigir a los cargos
que asuman la toma de decisiones que conlleva las tareas que se les encomien-
da. La planificación y la evaluación institucional constituyen las «políticas de
gestión» básicas de toda organización que debe decidir y que, por tanto, deben
llevar a cabo quienes ostentan «responsabilidades» en la gestión y control de las
instituciones. Igualmente, quienes nombran estos cargos tienen una responsabili-
dad política en relación con la gestión que llevan a cabo estas personas, a las
que pueden destituir por incumplimiento. El problema radica en identificar las
responsabilidades que comprometen en cada caso a los diversos órganos uniper-
sonales y colegiados dentro de nuestras instituciones. En definitiva, determinar
quiénes son los responsables de la toma de decisiones en relación con los siste-
mas de autorregulación a los que hemos aludido anteriormente.

En nuestro caso, la elaboración del plan estratégico de una Universidad, dado
que una de sus características esenciales es ofrecer respuestas a las necesidades
del entorno social, lógicamente no puede quedar circunscrito al ámbito interno
dr Id itisina. Ello, necesariamente, reclama el concurso y participación de toda
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la audiencia implicada en la institución universitaria y determina que sea el Con-
sejo Social de las Universidades, el órgano a quien corresponda la «responsabili
dad de la gestión» de dicho plan. El Consejo Social, definido en la LRU como el
«órgano de participación de la sociedad en la Universidad», deberá ser quien
asuma la decisión de elaborar, aplicar y controlar el plan estratégico en cada
institución. La responsabilidad política sobre dicho plan corresponde al gobierno
de la Comunidad Autónoma que es quien regula sus funciones, así como el
nombramiento del presidente y demás miembros de dicho Consejo.

La elaboración de la programación plurianual, legalmente corresponde a la
Junta de Gobierno de la Universidad, tal como se establece en el artículo 14 de
la LRU. No obstante, hemos señalado que, habitualmente, tales programaciones
no se realizan en sentido estricto y que, en la práctica, las decisiones al respecto
se suelen confundir con la declaración de intenciones que un determinado equi-
po de gobierno propone durante el período electoral. El Consejo Social y el
Claustro Universitario tienen la «responsabilidad política» para exigir que se
elabore y evalúe, interna y externamente, dicha programación plurianual, ya que
de ellos depende su aprobación.

A nivel operativo, la responsabilidad en la toma de decisiones debe ser asu-
mida por la persona a la que se le encomienda la gestión de un determinado
programa, servicio o unidad dentro de la institución. El director de un centro,
departamento o servicio universitario, es responsable tanto de su funcionamien-
to como de la toma de decisiones para su mejora. Una gestión eficiente resulta
inútil si no se consiguen los objetivos esperados. Uno de éstos, debe ser estable-
cer los medios para asegurar la mejora en la organización y funcionamiento de
la unidad que tiene a su cargo. De no hacerlo, esta responsabilidad recae auto-
máticamente sobre el órgano colegiado —Junta de Facultad, Consejo de Departa-
mento o Instituto, etc.— que lo ha nombrado, dado que ostenta la responsabili-
dad política sobre dicha unidad o servicio.

Así, pues, las responsabilidades en relación con la toma de decisiones están
claramente establecidas en nuestra normativa. El problema es la falta de
compromiso personal para que las cosas funcionen de otra manera. De ello son
responsables no sólo quienes ostentan cargos sino todos los miembros de la co-
munidad universitaria. Mientras que la «cultura de la calidad» no constituya un
compromiso individual de cada estudiante, profesor o trabajador dentro de la
institución, difícilmente se podrá superar la «inercia» con que actualmente se
gobiernan nuestras Universidades (Kogan, 1995). Hoy nadie pone en duda que la
calidad es la fuerza que conduce hacia la sociedad del futuro. Las instituciones
universitarias no pueden quedar al margen de esta tendencia, al contrario, debe-
rían promoverla.

Resumiendo, la situación de cambio que atraviesa las relaciones entre el
Estado y las Universidades obliga a estas instituciones a establecer sistemas de
autorregulación que posibiliten mantener un equilibrio razonable entre autono-
mía y accountability. La planificación y la evaluación institucional constituyen las
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herramientas que facilitan los procesos de autorregulación y permiten asegurar
la calidad dentro de las Universidades. Para que esto sea posible, es necesario
analizar la forma de llevar a cabo los procesos de toma de decisiones, dado que
constituyen la clave para introducir políticas de calidad y transparencia. Ahora
bien, cambiar el modelo de toma de decisiones exige, de una parte, la clarifica-
ción y compromiso de toda la comunidad universitaria sobre las metas y siste-
mas de gobierno que demanda la sociedad actual a estas instituciones y, de otra,
la aceptación por las personas que desempeñan funciones de gobierno, de su
responsabilidad en la toma de decisiones que son de su competencia.
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